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Estimado señor:

Asunto:
Se atiende consulta sobre el alcance del Voto Nro. 2003-00496 de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia.

Nos referimos a su oficio de fecha 12 de abril, en el que solicita nuestro pronunciamiento sobre lo expuesto en el punto 1 de su nota del 7 de enero, la cual le fue contestada parcialmente con el memorial Nro. 658 (FOE-FEC-039) del 23 de enero.  Dicho punto se refiere a las implicaciones de la Resolución Nro. 2003-00496 de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, de las 9:45 horas del 17 de setiembre del 2003, en cuanto a la política salarial del Banco Central de Costa Rica.  Específicamente desea saber si el Banco se encuentra obligado a obedecer el contenido de la Resolución, así como las acciones seguidas, o a seguir por parte de esta oficina, para verificar el fiel cumplimiento de lo ahí establecido.

En su criterio, el contenido de la Resolución en comentario implica que el Banco Central, por impedimento constitucional, le está vedado tomar acciones en materia salarial que no se ajustan a las políticas de gobierno y que al mismo tiempo afectan derechos e intereses subjetivos en forma antijurídica, por lo  que “(...) las posibilidades del Banco de definir su propia política salarial- se han venido al suelo por carecer de fundamento jurídico”.

Al respecto nos permitimos adjuntarle el oficio Nro. 3836 (FOE-FEC-217) del 15 de abril del 2004, emitido en respuesta a una gestión presentada por el Sindicato de Empleados del Banco Central de Costa Rica, relacionada con las mismas inquietudes sobre las implicaciones del referido Voto de la Sala Segunda, en donde se aclara sus inquietudes;  cuya conclusión se transcribe a continuación:

“Con base en las consideraciones precedentes de la Sala Segunda, que a su vez recurre a votos de la Sala Constitucional, se desprende que la intención del Constituyente fue establecer un régimen salarial único y uniforme para toda la Administración Pública, sin embargo, tratándose de entidades autónomas, como lo es el Banco Central de Costa Rica,  de acuerdo con los artículos 28 (inciso m) de la Ley Nro. 7558 y 34 (inciso 4) de la Ley Nro. 1644, la Junta Directiva  tiene plena potestad para dictar sus propias políticas en materia de clasificación y valoración de puestos, para crear las plazas y servicios indispensables para el debido funcionamiento de la institución, y para  fijar a su vez las respectivas remuneraciones, por lo tanto, utilizando las mismas palabras de la Sala Segunda, dicha entidad bancaria.’(...) tiene la capacidad de darse su propio régimen salarial’, lo que implica que no se encuentra obligado a ajustar su política salarial a la emanada por el Gobierno de Costa Rica, salvo que así lo disponga su Junta Directiva, en ejercicio de su facultad legal.

También resulta igualmente claro que el Banco Central no tiene plena autonomía en materia salarial, por tratarse ésta de materia de gobierno, correspondiéndole por tanto al Poder Ejecutivo fijar la política salarial aplicable al Banco, poder que asume por medio de la emisión de directrices generales, siempre y cuando no lesione la autonomía administrativa de que goza dicho ente.

En ese sentido cabe señalar que el Poder Ejecutivo emitió la directriz Nro. 25-97, publicada en La Gaceta del 23 de abril de 1997, disponiendo que los bancos fijarán sus salarios con base en ‘(...) criterios de razonabilidad, eficiencia e igualdad que garanticen el fiel cumplimiento de los objetivos de estas instituciones’, directriz que a la fecha se encuentra vigente.  En consecuencia, la forma en como el Banco Central de Costa Rica pacte su salario, al amparo de los límites establecidos en dicha directriz, está dentro de las facultades administrativas que le son propias. 

Quien puede imponer por ley limitaciones a estas instituciones, lo es la Asamblea Legislativa, de acuerdo con el artículo 188 de la Constitución Política, según así lo ha interpretado la Sala Constitucional en el Voto Nro. 3309-94 (entre otros).

En virtud de todo lo expuesto, esta oficina se encuentra imposibilitada de acceder a las peticiones planteadas en su solicitud”.

Así las cosas, es evidente que la Sala Segunda no concluye que el Banco Central de Costa Rica, se encuentra obligado a someterse a la política salarial que dicte el Gobierno para los empleados públicos, salvo que la Junta Directiva de esa entidad bancaria así lo disponga, en el ejercicio de su facultad legal. 

Por otro lado, también se deduce que el Banco Central no tiene plena autonomía en materia salarial, por tratarse ésta de materia de gobierno, correspondiéndole por tanto al Poder Ejecutivo fijar la política salarial aplicable al Banco, facultad que asume por medio de la emisión de directrices generales, siempre y cuando no lesione la autonomía administrativa de que goza dicho ente, de manera tal que, como lo señaló la Sala Segunda, la entidad bancaria tiene la capacidad de darse su propio régimen salarial, el cual deberá respetar los lineamientos establecidos en la directriz Nro.  25-97, publicada en La Gaceta del 23 de abril de 1997, emitida para tales efectos.
Atentamente,

MBA. Luis Fernando Campos Montes


Licda. Lorena Agüero Salazar

            Gerente de Área 
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